
Crítica ésta que, viniendo de alguien que
lleva tantos años dedicado al estudio de las
decisiones del Tribunal de Estrasburgo, no
debiera caer en saco roto. Indica el autor
que los casos que llegan al Tribunal son «un
manantial inagotable, auténtica comedia
humana, o muestra incesante de episodios
nacionales en este espacio cultural que
quiere organizarse por encima de las vie-
jas naciones», por lo que llama la atención,
asimismo, de los peligros que puede supo-
ner la aplicación automática de una deter-
minada decisión del Tribunal, en un caso
determinado, a otros supuestos de hecho
que, aunque parecidos, no son idénticos.
Y es que dicha operación no se puede hacer
sin más. Los razonamientos jurídicos del
Tribunal pueden valer para otros supues-
tos sustancialmente iguales, pero esto no
implica que la decisión final, el fallo o par-
te dispositiva, haya de ser idéntico. Cada
supuesto de hecho elevado al Tribunal de
Estrasburgo es diferente y, por ello, aun-
que tenga en cuenta en sus razonamientos
resoluciones anteriores en supuestos simi-
lares, lo que muestra una coherencia lógi-
ca en su actuación, debe investigar las cir-
cunstancias concretas de cada caso que se
le plantea, tomando conocimiento de la am-
plia variedad de matices de cada supuesto,
y dictando una decisión a la altura de las ex-
pectativas en él depositadas.

Pero igualmente no se muestra inflexible
y categórico el autor del trabajo con todas
las manifestaciones de la libertad religiosa
y la neutralidad exigible al Estado. Viene a
decir, si se me permite utilizar una castiza
expresión, que «una cosa es una cosa, y otra
cosa es otra cosa». Así, no es comparable el
supuesto recogido en la denominada doc-
trina Lautsi (caso Lautsi c. Italia), donde el
Gobierno italiano pretende defender el man-
tenimiento de los crucifijos en las escuelas
públicas llevando el caso al terreno filosófi-
co, no jurídico, pretendiendo hacer ver al
Tribunal que el crucifijo no es un símbolo
religioso, sino humanista; con aquellos otros
supuestos en los que determinados grupos,
llevando a cabo una interpretación extrema
de la necesaria neutralidad religiosa del Es-
tado, han pretendido ver, igualmente, en el
«belén» una manifestación de la defensa
por el Estado de la religión católica. Como

bien dice el autor, una cosa es un crucifijo y
otra muy diferente un «belén». Por otro
lado, el profesor MARTÍN-RETORTILLO hace
gala de su honestidad al mencionar en su
última nota al pie de página (nota 172, pág.
265) que le ha sorprendido la sentencia dic-
tada por la Gran Sala del Tribunal, de 18 de
marzo de 2011, en el caso Lautsi, ya men-
cionado, donde se levanta la condena al Es-
tado italiano y se determina que la presen-
cia de los crucifijos en los colegios públicos
no vulnera el artículo 9 del Convenio ya que
«forma parte del margen de apreciación de
que disponen los Estados». Reconoce el au-
tor que el fallo es «tan inesperado como po-
lémico» y le lleva a reconocer «sus escasas
dotes adivinatorias». Pero ello no significa
que el razonamiento de la sentencia sea el
adecuado. Se ha de defender, como hace el
profesor de la Universidad Complutense,
que cualquier Estado que quiera pertene-
cer al prestigioso grupo del Convenio de
Roma debe mantener la necesaria neutra-
lidad en lo religioso para respetar y ser
coherente con el pluralismo.

Estamos, por tanto, ante una nueva y
brillante aportación del ya amplio trabajo
del profesor Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO

en su incansable y encomiable labor de
aportar luz sobre una materia tan sensible
como es la libertad religiosa, intentado fijar
los límites hasta los que puede llegar el Es-
tado en sus relaciones con determinadas
confesiones religiosas, sin que ello suponga
vulnerar la neutralidad que le es exigible, en
defensa del pluralismo necesario en un Es-
tado democrático y de Derecho. 

Alejandro CORRAL SASTRE

Universidad CEU-San Pablo

MORENO MOLINA, José Antonio: Derecho glo-
bal de la contratación pública, Colección
«Actualidad del Derecho administrati-
vo en el mundo», Ubijus, México, 2011,
119 págs.

Absortos en los aspectos técnicos y re-
formas de la Ley 30/2007, de 30 de octubre,
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de Contratos del Sector Público —en espe-
cial, en virtud de la Ley 15/2010, de 5 de ju-
lio, por la que se modifican las medidas de
lucha contra la morosidad en las operacio-
nes comerciales; la Ley de Recursos 34/2010,
de 5 de agosto, con su renovada revisión ad-
ministrativa especial ante órganos especia-
lizados (Tribunal Administrativo Central de
Recursos Contractuales y homólogos auto-
nómicos y locales); y la Ley 2/2011, de 4 de
marzo, de Economía Sostenible—, no es ex-
traño que quede relegado a un segundo pla-
no el entramado supranacional del Derecho
público contractual, imprescindible para un
conocimiento en plenitud de la institución,
en cuanto epicentro y rector con frecuen-
cia de las reglas propias de cada Estado. En
este sentido, la experiencia advierte del ries-
go de eclipsar la dimensión global y teleo-
lógica del objeto de estudio y aplicación,
desde la conocida metáfora de que «los ár-
boles no dejan ver el bosque».

Con su reciente monografía Derecho glo-
bal de la contratación pública, el profesor
J. A. MORENO MOLINA, catedrático de Dere-
cho Administrativo de la Universidad de
Castilla-La Mancha y reconocido experto
en disciplina contractual, apela por esta
contratación pública con mayúsculas. En
la convicción de que no sólo representa el
paradigma de la armonización procedi-
mental europea, tanto en los expedientes
sustantivos de adjudicación de contratos
públicos (Directivas 2004/17/CE y 2004/18/
CE) como en los procedimientos de recur-
so en la materia (Directivas 89/665/CEE y
92/13/CEE, modificadas por la 2007/66/CE),
sino también en buena medida del proceso
de formación, desarrollo y consolidación
de un Derecho administrativo global. Sien-
do numerosos los elementos de «gober-
nanza global» (legislación y acuerdos in-
ternacionales, jurisprudencia de órganos
con jurisdicción internacional...) que han
ido casando en los últimos años una suer-
te de Derecho internacional de contrata-
ción pública, ya con alcance para las insti-
tuciones supranacionales, ya como Derecho
administrativo común, cuyo principal ob-
jetivo descansa en asegurar el respeto de
los principios de objetividad, transparen-
cia y no discriminación en la actuación pú-
blica de contratación.

No se trata, pues, únicamente del espa-
cio europeo de contratación pública, cada
vez más alejado, por cierto, de la genuina
adjudicación —como demuestra la nueva
regulación de la modificación de los con-
tratos, introducida por imperativos euro-
peos en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de
Economía Sostenible—, o de los Tratados
de Libre Comercio celebrados por la Unión,
sino de otros numerosos documentos mul-
tilaterales de carácter vinculante para las
organizaciones y Estados signatarios, fuen-
te de interpretación para las regulaciones
internas, o técnicas indirectas para el de-
sarrollo y armonización de las relaciones
económicas universalizadas: en particular,
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Eu-
ropeo, hecho en Oporto el 2 de mayo de 1992
y adaptado por Protocolo de 17 de marzo
de 1993, en vigencia desde el 1 de enero de
1994 (Instrumento interno de ratificación
de 26 de noviembre de 1993, disponiendo la
disposición adicional decimoséptima de la
Ley de Contratos del Sector Público que «las
referencias a Estados miembros de la Unión
Europea contenidas en esta Ley se entende-
rá que incluyen a los Estados signatarios del
Acuerdo sobre el Espacio Económico Euro-
peo»); el Acuerdo sobre Contratación Públi-
ca en el seno de la Organización Mundial
del Comercio, hecho en Marrakech el 15
de abril de 1994, en vigor el 1 de enero de
1996 y revisado en diciembre de 2006 (Ins-
trumento interno de ratificación de 30 de
diciembre de 1994, siendo suscrito por la
Unión mediante Decisión 94/800/CEE); y
la Ley Modelo sobre la Contratación Pú-
blica de Bienes, Obras y Servicios, con la
Guía para su incorporación eventual al De-
recho interno, aprobada por la Comisión
de las Naciones Unidas para el Derecho
Mercantil Internacional el 16 de julio de
1993. Sin olvidar las disposiciones sobre
contratación o compras del sector público
recogidas en el Tratado de Libre Comercio
de América del Norte (México, Canadá y
Estados Unidos); en el Acuerdo del Grupo
de los Tres (Colombia, Venezuela y Méxi-
co); en los acuerdos bilaterales de México
con Costa Rica, Bolivia y Chile, y en los de
Chile con Bolivia, Ecuador, Venezuela y Mé-
xico; o el Protocolo sobre Contrataciones
Públicas de Mercosur.
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El punto de encuentro de todas estas
fuentes internacionales en torno a las re-
glas y principios generales de contratación
pública es enfatizado por el profesor MO-
RENO MOLINA, en cuanto elementos unifica-
dores e integradores de un corpus iuris uni-
versal de los contratos. Sirva, verbigracia,
la remisión al artículo XIII.4.b) del Acuerdo
sobre Contratación Pública de la Organiza-
ción Mundial del Comercio, el cual, con pro-
yección en los artículos 53.1 de la Directiva
2004/18/CE y 134.1 y 60 de las Leyes inter-
nas de Contratos del Sector Público y Sec-
tores Excluidos, respectivamente, dispone,
en lo que constituye el nudo gordiano de la
garantía contractual, que «[…] la entidad
hará la adjudicación al licitador […] cuya
oferta, de productos o servicios nacionales
o de productos o servicios de las demás Par-
tes, sea la más baja o, según los criterios
concretos de evaluación establecidos en los
anuncios o en el pliego de condiciones, se
considere la más ventajosa».

Al estudio de este común denominador
global, el profesor MORENO MOLINA aporta
un análisis retrospectivo y prospectivo del
Derecho contractual europeo, referente ine-
ludible en la unificación de los procedi-
mientos de contratación pública, pues no
en vano alberga con carácter general un
fondo de normas y principios totalmente
comparable al de los Derechos administra-
tivos de los Estados miembros (sobre las
dimensiones directa e indirecta del proce-
dimiento administrativo europeo se ha ce-
lebrado recientemente un Seminario en la
Facultad de Derecho de la Universidad de
Léon, organizado por el Parlamento Euro-
peo y la Cátedra de Derecho Administrati-
vo de esta Universidad, bajo el título EU
Administrative Law: state of play and future
prospects).

Es sabido que desde el Tratado consti-
tutivo de la Comunidad Europea hasta las
sucesivas Directivas, pasando por la activi-
dad hermenéutica del Tribunal de Luxem-
burgo, los esfuerzos comunitarios han es-
tado dirigidos a garantizar, respecto de
determinados contratos y umbrales, la su-
jeción de los procedimientos nacionales de
adjudicación, junto a su garantía cautelar e
impugnatoria, a los principios rectores del
mercado interior, con una creciente com-

plicidad por las políticas medioambiental y
social. Principios presentes en el actual Tra-
tado de Funcionamiento de la Unión Eu-
ropea, garantizados para este sector —al
que alude específicamente el art. 179— a
partir de un concepto material de poder ad-
judicador, como son la libre circulación de
mercancías, la libertad de establecimiento
y la libre prestación de servicios, así como
los principios derivados de estas libertades;
en particular, el principio de igualdad de
trato, el principio de no discriminación, el
principio de reconocimiento mutuo, el prin-
cipio de proporcionalidad y el principio de
transparencia. En el bien entendido que ta-
les principios transversales frente a las prác-
ticas proteccionistas no dejan de resultar
aplicables a la adjudicación de aquellos
contratos públicos que se encuentran fuera
del ámbito de aplicación de las Directivas,
siempre y cuando guarden suficiente rela-
ción con el funcionamiento del mercado
interior (Sentencias del Alto Tribunal eu-
ropeo de 13 de octubre de 2005, Parking
Brixen GmbH/Gemeinde Brixen y Stadtwer-
ke Brixen AG, C-458/2003, y de 14 de junio
de 2007, Medipac-Kazantzidis/Venizeleio-Pa-
naneio, C-6/05; y Comunicación interpre-
tativa de la Comisión sobre «el Derecho co-
munitario aplicable en la adjudicación de
contratos no cubiertos o sólo parcialmente
cubiertos por las Directivas sobre contra-
tación pública», 2006/C 179/02, de 23 de ju-
nio de 2006).

Por otra parte, la oportunidad de intro-
ducir criterios especiales para los denomi-
nados «sectores excluidos» o «de interés
general» se ha justificado en razones polí-
ticas, estratégicas, económicas, industriales
y jurídicas, por cuanto los mismos están
gestionados por entidades públicas o pri-
vadas de manera indistinta dentro de los
países europeos. Estableciendo, en esencia,
un régimen singular de adjudicación, me-
nos estricto y rígido, pero garante en todo
caso de los principios de apertura del mer-
cado, concurrencia y publicidad, bajo una
tutela revisora y cautelar de naturaleza ad-
ministrativa. Ámbito específico de contra-
tación al que hay que sumar el de defensa
y seguridad normado por la Directiva 2009/
81/CE, a cuya transposición obedece el Pro-
yecto de Ley de Contratos del Sector Pú-
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blico en el Ámbito de la Defensa y la Segu-
ridad.

En conclusión, la obra recensionada, a
caballo entre el Derecho internacional pú-
blico y el Derecho administrativo, represen-
ta una oportunidad inmejorable para levan-
tar la mirada hacia esos hitos internacionales
que, en el actual contexto de globalización,
alumbran con determinación un «Derecho
común de la contratación pública».

Luis Ángel BALLESTEROS MOFFA

Universidad de León

RIVERO YSERN, Enrique, y FERNANDO PABLO,
Marcos: Equidad, Derecho Administra-
tivo y Administración pública en España
(Prólogo de Manuel Francisco CLAVERO

ARÉVALO), Andavira, Santiago de Com-
postela, 2011, 165 págs.

1. Tras el clásico estudio de Recaredo
FERNÁNDEZ DE VELASCO en el número 18 de
la Revista de Derecho Público, faltaba en la
doctrina española una monografía rigurosa
y profunda sobre la equidad en nuestro De-
recho administrativo español. Afortunada-
mente, los profesores Enrique RIVERO y
Marcos FERNANDO se han atrevido a tratar
tan relevante cuestión y a partir de ahora
disponemos de más argumentos y razona-
mientos para comprender la importancia
que la equidad tiene en el Derecho admi-
nistrativo. La lectura de la monografía, con-
cienzuda y meticulosa como pocas, nos ayu-
da sobremanera a comprender que la
equidad, la justicia del caso concreto, no es
que sea un elemento central de la aplica-
ción y de la interpretación de la norma, sino
que, sobre todo, está en la base del origen y
fundamento del Derecho administrativo.

2. El libro viene precedido de un Pró-
logo magistral del profesor Manuel Fran-
cisco CLAVERO ARÉVALO en el que, tras reco-
nocer la trascendencia de la monografía a
que nos referimos en el Derecho adminis-
trativo, afirma que estamos en presencia
de una sólida investigación, con bibliogra-
fía extranjera y española, con jurispruden-

cia española y extranjera, en la que se de-
muestra que el Derecho administrativo y la
equidad tienen mucho que ver.

3. Tanto tienen que ver que, como co-
mentan los profesores RIVERO y FERNANDO,
autores tan importantes como HAURIOU o
COLMEIRO señalaron en su momento que la
equidad está en la base del nacimiento del
Derecho administrativo francés —HAU-
RIOU— o que la actividad administrativa re-
side esencialmente en aplicar la ley y medir
con equidad todos los intereses —COLMEI-
RO—. Estas lapidarias sentencias, propias
de la sabiduría y de la experiencia, nos ayu-
dan a comprender mejor tres elementos
centrales del Derecho administrativo. Pri-
mero, el Derecho administrativo, por su in-
serción en el Estado de Derecho, es un De-
recho sometido, como dice la letra del
artículo 103 de nuestra Constitución, a la
ley y al Derecho. En un Estado de justicia,
como dice KLEIN parafraseando el artículo
correspondiente de la Ley Fundamental de
Bonn, es lógico que la actuación de los po-
deres del Estado esté impregnada de justi-
cia en lo concreto. Segundo, y derivado de
la anterior, el Derecho administrativo es el
Derecho constitucional concretado, mate-
rializado, proyectado en la cotidianeidad. Si
la equidad es la justicia del caso concreto,
la moderación o atemperación del rigor de
la norma para que ésta tenga su sentido y
funcionalidad en el marco del Estado de
Derecho, ahora tendríamos que escribir en
el Estado social y democrático de Derecho,
resulta que ontológicamente la vinculación
del Derecho administrativo a la proyección
concreta de los principios y parámetros
constitucionales exige y reclama necesa-
riamente que tal aplicación de la Constitu-
ción se realice con pleno sometimiento a
la ley y al Derecho, o, lo que es lo mismo, a
la ley y a la justicia. En tercer lugar, la for-
ma en que la Administración pública tra-
baja sobre los intereses, especialmente so-
bre el interés general, que es el que debe
primar como consecuencia del principio de
supremacía del interés general sobre el par-
ticular, según la feliz terminología de COL-
MEIRO, debe estar presidida por la equidad.
Medir los intereses, dice el maestro gallego:
he aquí una magnífica expresión para re-
ferir la tarea de búsqueda del interés gene-
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